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1.1 La autora de la comunicación es C.O.E., ciudadana de Nigeria, nacida en 1987. 

La autora afirma que el Estado Parte estaría violando sus derechos consagrados en los 

artículos 2 d) y 6 de la Convención si fuera retirada a Italia, a donde llegó siendo 

objeto de trata desde Nigeria. El Protocolo Facultativo de la Convención entró en 

vigor para el Estado Parte el 29 de diciembre de 2008. La autora cuenta con 

representación letrada. 

1.2 El 28 de mayo de 2021, el Comité, actuando en virtud del artículo 5, párrafo 1, 

del Protocolo Facultativo, por conducto de su Grupo de Trabajo sobre las 

Comunicaciones presentadas en virtud del Protocolo Facultativo, pidió al Estado 

Parte que se abstuviera de devolver a la autora a Italia en espera de que se examinara 

su comunicación. 

 

  Hechos expuestos por la autora 
 

2.1 La familia de la autora, quien se identifica como lesbiana, la amenazó con 

“enterrarla viva” cuando descubrió su orientación sexual. Temiendo por su vida, la 

autora abandonó su ciudad natal y se trasladó a la ciudad de Benin, en el sur de 

Nigeria. Mientras se quedaba con una amistad allí, conoció a una mujer llamada A., 

que se ofreció a encontrarle trabajo doméstico en Italia y organizó su viaje. Antes de 

embarcarse en el viaje, la autora tuvo que prestar juramento en un ritual yuyu, 

comprometiéndose a devolver el dinero del viaje, so pena de que algo le ocurriera si 

incumplía. Utilizando documentos de identidad falsos, la autora viajó a Túnez a través 

de Malí y el Senegal, y luego huyó a España. A su llegada a Italia, en noviembre de 

2009, fue alojada en una casa en Lunghezza (a las afueras de Roma), donde también 

vivían otras mujeres jóvenes. Le quitaron sus documentos de identidad y una mujer 

llamada N. (hermana de A.) le dijo que debía devolver 60.000 euros por su viaje y 

trabajar como prostituta para pagar su deuda.  

2.2 La autora fue obligada a ejercer la prostitución. También fue obligada a solicitar 

asilo en Italia con una identidad falsa (en su solicitud de asilo afirmó ser nacional de 

Liberia). Presentó una solicitud de asilo con su verdadera identidad en 2013, pero su 

solicitud fue rechazada. Por lo que la autora tiene entendido, se presentó una 

apelación contra esa decisión. Después de haber devuelto 20.000 euros a N., la autora 

indicó que quería alquilar un apartamento, sin embargo, N. y su novio se lo impidiero n 

empleando la violencia (cortes con cuchillas en el cuello y la espalda y pimienta en 

polvo en la cara y los genitales). Para ocultar la cicatriz que tiene en el cuello, más 

adelante, la autora se tatuó una rosa.  

2.3 La autora no buscó ayuda debido a las amenazas y a su temor a sufrir 

consecuencias negativas. En 2015, huyó de la casa en Lunghezza. En los años 

siguientes, se trasladó por Italia, viviendo en distintos lugares. Temiendo ser 

perseguida, no solicitó la asistencia de las autoridades italianas.  

2.4 En una fecha sin especificar, en la estación de trenes de Milán, la autora vio 

a A., que le dijo que tenía que pagar su deuda a N. A raíz de ese encuentro, la autora 

volvió a recibir llamadas telefónicas amenazadoras de N., que le pedía que devolviera 

el dinero y la amenazaba con enviar personas que la golpearan y la mataran. Tras 

estos acontecimientos, unos hombres siguieron a la autora en la calle y la violaron. 

Debido a ese incidente, la autora abandonó Milán y se fue a Como, donde encontró 

refugio con un hombre de Ghana. Después de que ese hombre se fuera de Italia, y en 

vistas de que seguía recibiendo llamadas y mensajes amenazadores de la red de trata, 

la autora huyó a Suiza. 

2.5 El 4 de junio de 2020, la autora solicitó asilo en Suiza. Mediante una 

comunicación de fecha 17 de junio de 2020, la autora informó a la Secretaría de 

Estado de Migración de que había colaborado con la organización no gubernamental 
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FIZ Centro de Apoyo a Mujeres Migrantes y Víctimas de Trata de Mujeres. El 

25 de junio de 2020, la autora presentó documentos médicos (un reconocimiento 

ginecológico reveló múltiples cicatrices en el abdomen) e informó a la Secretaría de 

Estado de Migración de que había tenido una primera reunión con una asesora de FIZ 

y que se habían programado otras reuniones adicionales. Desde entonces, la autora ha 

recibido el apoyo de FIZ. 

2.6 El 29 de junio de 2020, la Secretaría de Estado de Migración celebró una 

audiencia con la autora como posible víctima de la trata. Tras haber sido identificada 

como posible víctima de la trata, se concedió a la autora un plazo de restablecimiento 

y reflexión para considerar su posible cooperación con las autoridades judiciales. La 

Secretaría de Estado de Migración otorgó a la autora el derecho a ser oída en relación 

con una posible decisión de no admisión y traslado a Italia en virtud del 

Reglamento (UE) núm. 604/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 

26 de junio de 2013, por el que se establecen los criterios y mecanismos de 

determinación del Estado miembro responsable del examen de una solicitud de 

protección internacional presentada en uno de los Estados miembros por un nacional 

de un tercer país o un apátrida (el Reglamento Dublín III). La autora señaló que no 

quería regresar a Italia porque corría el riesgo de sufrir daños a manos de sus tratantes. 

La autora afirmó que seguía recibiendo llamadas telefónicas con amenazas de A., que 

en una llamada reciente, la amenazó con mutilar su cuerpo.  

2.7 El 30 de julio de 2020, la Secretaría de Estado de Migración solicitó a las 

autoridades italianas que volvieran a admitir a la autora. Las autoridades italianas 

aprobaron la solicitud de traslado el 4 de agosto de 2020. El 11 de agosto de 2020, la 

autora presentó a la Secretaría de Estado de Migración un informe de evaluación 

preparado por FIZ, de fecha 31 de julio de 2020, según el cual cumplía las condiciones 

para ser considerada víctima de la trata. Aunque la autora había accedido a colaborar 

con las autoridades, no estaba prevista una investigación o enjuiciamiento penal en 

Suiza.  

2.8 Los días 17 de septiembre, 29 de octubre, 30 de noviembre1 y 2 de diciembre de 

2020, la autora presentó informes médicos adicionales que certificaban que sufría una 

reacción de estrés agudo, episodios de depresión moderados y trastorno de estrés 

postraumático. El psiquiatra que evaluó a la autora subrayó que, si bien había centros 

médicos en Italia donde podía continuar el tratamiento, era cuestionable, desde un 

punto de vista psiquiátrico, si debía recibir tratamiento en el país donde había sido 

víctima de la trata. En una decisión de fecha 8 de diciembre de 2020, la Secretaría de 

Estado de Migración rechazó la solicitud de asilo de la autora y afirmó su traslado a 

Italia basándose en que las condiciones de acogida en ese país eran adecuadas 2. No 

se cuestionó el hecho de que la autora hubiera sido víctima de la trata de personas. 

En cuanto al tratamiento médico, la Secretaría de Estado de Migración señaló que 

__________________ 

 1  En el informe médico de 30 de noviembre de 2020 figuraba la siguiente declaración: “En Italia 

existen centros médicos donde debería ser posible continuar con la medicación regular y la 

psicoterapia. Debería aclararse si se garantizarían el acceso al tratamiento, la disponibilidad del 

mismo y la financiación necesaria para su provisión. Sin embargo, desde un punto de vista 

psiquiátrico, es cuestionable que C.O.E. deba recibir tratamiento en el país en el que fue víctima 

de la trata y en el que, al parecer, la red de trata sigue activa y continúa amenazándola. A este 

respecto, la autora sufre ansiedad, pesadillas y desasosiego interior. Un entorno estable y seguro 

es un requisito previo para la recuperación funcional de la exposición al trauma. Ese entorno no 

está garantizado en Italia en estos momentos. lo cual contrarrestaría la estabilización”. 

 2  Italia ha ratificado el Convenio del Consejo de Europa sobre la Lucha contra la Trata de Seres 

Humanos y la autora tendría acceso a los programas especiales de asistencia incluso en caso de 

que se deniegue la solicitud de asilo. Al organizar el traslado, la Secretaría de Estado de 

Migración señalaría a las autoridades italianas que la autora es posible víctima de la trata. 

Después corresponderá a la autora informar a las autoridades italianas sobre las circunstancias 

de su explotación. 
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Italia disponía de la infraestructura médica adecuada para prestar la atención 

necesaria y que la autora podía inscribirse en el servicio nacional de salud para 

acceder a la atención sanitaria. La Secretaría de Estado de Migración declaró que solo 

estaba obligada a obtener garantías individuales de las autoridades italianas para los 

solicitantes de asilo gravemente enfermos que necesitaran atención médica 

ininterrumpida inmediatamente después de su llegada a Italia. La Secretaría de Estado 

de Migración hizo hincapié en que la autora no entraba en esa categoría.  

2.9 El 22 de diciembre de 2020, la autora apeló la decisión de la Secretaría de Estado 

de Migración de 8 de diciembre de 2020 ante el Tribunal Administrativo Federal de 

Suiza. Pidió que se remitiera el caso a la Secretaría de Estado de Migración para que 

esta determinara todos los hechos pertinentes y lo volviera a examinar, y que se dieran 

instrucciones a la Secretaría de Estado de Migración para que obtuviera garantías 

individuales de las autoridades italianas relativas al acceso al procedimiento de asilo  

y la atención sanitaria y el alojamiento adecuados. La autora sostuvo, asimismo, que 

su traslado a Italia entrañaría un riesgo considerable de que su estado de salud se 

deteriorara de manera rápida e irreversible. El 23 de diciembre de 2020, el Tribunal 

suspendió la ejecución del traslado como medida de precaución. Mediante una orden 

provisional de fecha 4 de enero de 2021, el Tribunal dictó una orden de efecto 

suspensivo en relación con la apelación y aprobó la solicitud de representación letrada 

gratuita. Al mismo tiempo, invitó a la Secretaría de Estado de Migración a formular 

observaciones sobre la apelación.  

2.10  El 13 de enero de 2021, la Secretaría de Estado de Migración solicitó que la 

apelación se desestimara en base a la existencia de condiciones de acogida adecuadas 

en Italia. El 28 de enero de 2021, la autora proporcionó información detallada 

adicional sobre su estado psicológico y su temor a que la encontraran y a sufrir daños 

a manos de sus tratantes si regresaba. El 12 de febrero de 2021, el Tribunal confirmó 

la decisión de la Secretaría de Estado de Migración. Al ser informada de la decisión 

del Tribunal, la autora empezó a desarrollar tendencias suicidas y fue trasladada de 

inmediato al departamento de emergencias del hospital universitario de Berna, donde 

fue hospitalizada. Desde entonces, la autora ha recibido tratamiento en una clínica 

psiquiátrica en un hospital de Emmental. Según el informe médico más reciente, de 

fecha 11 de mayo de 2021, la autora sufría reacción al estrés agudo, episodios de 

depresión moderados y trastorno de estrés postraumático. La doctora que la atendía 

también señaló en el informe que era muy retraída, lo cual era un rasgo típico de las 

personas traumatizadas, y que necesitaba recibir tratamiento psicoterapéutico y 

psiquiátrico urgentemente para procesar los traumas que había vivido. El regreso a 

Italia en ese momento supondría una probabilidad casi segura de retraumatización, lo 

cual reduciría las posibilidades de recuperación.  

2.11 Las condiciones en los centros de acogida para solicitantes de asilo en Italia se 

deterioraron a partir de la entrada en vigor del decreto Salvini el 5 de octubre de 

20183. Entre los cambios adoptados cabe mencionar el abandono del sistema de dos 

niveles que anteriormente había servido para proteger a los solicitantes de asilo 

vulnerables. En enero de 2020, el Swiss Refugee Council publicó un informe4 en el 

que se indicaba que, en Italia, el acceso a la vivienda y a la atención médica no estaba 

garantizado para los retornados en virtud del Reglamento Dublín III. Esto llevó al 

__________________ 

 3  En virtud de la Ley núm. 132/2018, por la que se aplica el Decreto-Ley núm. 113/2018 

(conocido como el “decreto Salvini”), se abolió el permiso de protección humanitaria para 

solicitantes de asilo en Italia, en respuesta a lo que se percibía como un abuso del sistema.  

 4  Swiss Refugee Council, “Reception conditions in Italy; update on the report on the situation of 

asylum seekers and beneficiaries of protection, in particular Dublin returnees, in Italy from 

January 2020” (Las condiciones de acogida en Italia; información actualizada acerca del 

informe sobre la situación de los solicitantes de asilo y los beneficiarios de protección, en 

particular los retornados de Dublín, en Italia desde enero de 2020), Berna, junio de 2021. 
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Tribunal Administrativo Federal de Suiza a establecer criterios más estrictos para la 

transferencia de solicitantes de asilo gravemente enfermos a Italia. Posteriormente, 

en un nuevo decreto (núm. 130/2020) se estipuló que los solicitantes de protección 

internacional englobados en alguna de las categorías definidas como vulnerables en 

el decreto sobre el derecho a ser acogido (decreto núm. 142/2015) debían ser 

trasladados a centros de acogida e integración de segunda línea con carácter 

prioritario (un hecho comunicado por el Ministerio del Interior de Italia en una carta 

de fecha 8 de febrero de 2021). Una de las categorías definidas como vulnerables en 

el decreto sobre el derecho a ser acogido es la de las víctimas de la trata (artículo 17). 

El Swiss Refugee Council envió una carta con fecha de 17 de mayo de 2021 en la que 

señalaba que el problema de capacidad en los centros de segunda línea resultaba 

especialmente preocupante para las personas con necesidades específicas. Solo un 

2 % de las plazas en esos centros se asignaban a personas con problemas psicológicos 

o físicos y estaban acondicionadas para ellas. La autora afirma, pues, que, pese a las 

protecciones formales, corre un riesgo especialmente elevado de perder todo el apoyo.  

2.12  La atención médica para los solicitantes de asilo en Italia sigue siendo accesible 

únicamente tras haberse inscrito en el servicio nacional de salud. No obstante, la 

inscripción puede tardar varias semanas o incluso meses5, período durante el cual esas 

personas no pueden recibir tratamiento médico adecuado, en particular atención 

psicológica apropiada 6 . En este contexto, en Italia muchos médicos no aceptan 

informes médicos extranjeros, lo cual alarga aún más el tiempo de espera 7.  

2.13 La autora afirma que se encuentra en una situación extremadamente vulnerable 

y que ha sufrido una crisis nerviosa, que se agravará si regresa a Italia. Habida cuenta 

de que se ha tomado una decisión definitiva en relación con la solicitud de asilo de la 

autora, las autoridades suizas han estado en contacto con el hospital en el que la autora 

se encuentra en la actualidad con el fin de planificar su traslado; en consecuencia, el 

riesgo reviste carácter inmediato.  

 

  La denuncia 
 

3.1 La autora afirma que su traslado a Italia violaría los derechos que la asisten en 

virtud de los artículos 2 d) y 6 de la Convención, ya que se vería expuesta al riesgo 

de ser objeto de la trata, prostitución, maltrato y violencia de género. Además, alega 

que sus necesidades como víctima de la trata no se tendrían en cuenta, pues el Estado 

Parte no ha obtenido garantías individuales de Italia. 

3.2 La autora afirma que las autoridades no han tenido suficientemente en cuenta 

en sus decisiones el hecho de que padece trastornos mentales graves y tendencias 

suicidas que están directamente vinculados al trauma que sufrió en Italia, por lo que 

su traslado a ese país podría agravar su estado de salud y volver a traumatizarla. 

Además, el Estado Parte no la ha reconocido, asistido o protegido en calidad de 

superviviente de la trata, no ha impedido su revictimización, ni ha garantizado su 

acceso a la justicia y el enjuiciamiento de los responsables, lo que constituye una 

vulneración de los derechos que la asisten en virtud del artículo 6 de la Convención. 

3.3 La autora afirma que es posible que, de ser trasladada a Italia, podría no recibir 

una atención y un alojamiento adecuados, dado que el acceso a dichos servicios no 

está garantizado para las personas trasladadas en virtud del Reglamento Dublín III. 

Además, afirma que su procedimiento de solicitud de asilo en Italia podría haberse 

cerrado, lo cual complicaría aún más su acceso a servicios médicos.  

__________________ 

 5  Ibid., pág. 70 y ss. 

 6  Ibid., pág.83. 

 7  Ibid., pág. 80 y ss. 
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  Observaciones del Estado Parte sobre la admisibilidad y el fondo  
 

4.1 En sus observaciones de fecha 27 de enero de 2022, el Estado Parte señala que, 

en lo que respecta a la compatibilidad del traslado de la autora a Italia con las 

disposiciones de la Convención, los Estados Partes deben abstenerse de toda forma 

de discriminación contra la mujer y adoptar medidas para eliminar la trata y la 

explotación de las mujeres, de conformidad con los artículos 2 y 6 de la Convención. 

De conformidad con la recomendación general núm. 32 (2014) del Comité, relativa a 

las dimensiones de género del estatuto de refugiada, el asilo, la nacionalidad y la 

apatridia de las mujeres, los Estados deben velar por que ninguna mujer sea devuelta 

a un país si corre el riesgo de ser perseguida o de sufrir violencia de género. Las 

solicitudes de asilo presentadas por mujeres deben ser examinadas teniendo 

debidamente en cuenta sus circunstancias particulares, y los centros de acogida deb en 

responder a las necesidades específicas de las víctimas de violencia y de la trata. La 

trata de mujeres se considera una forma de violencia de género, y las mujeres víctimas 

de la trata deben ser informadas de sus derechos y protegidas frente a la devolución a 

lugares donde corran el riesgo de revictimización. Los Estados deben establecer 

mecanismos para detectar y proteger a las solicitantes de asilo con necesidades 

especiales. Las comunicaciones que, a juicio del Comité, sean claramente infundadas 

o cuya fundamentación sea insuficiente podrán ser declaradas inadmisibles. El 

Comité no puede sustituir a las autoridades nacionales en la evaluación de los hechos, 

salvo en casos de sesgo evidente o discriminación. Cada Estado goza de soberanía 

para definir sus propios procedimientos de determinación de la condición de 

refugiado, siempre que se respeten las garantías procesales fundamentales.  

4.2 En Italia, los solicitantes de asilo son acogidos en centros de primera y segunda 

línea. Los centros de acogida de primera línea ofrecen servicios médicos básicos, 

asistencia psicológica y social e instalaciones especializadas para las mujeres 

víctimas de la trata. En los centros de segunda línea (que forman parte del sistema de 

acogida e integración) se otorga prioridad a las personas en situación de 

vulnerabilidad, a las que se proporciona atención médica, apoyo psicológico, cursos 

de idiomas y asesoramiento jurídico. Las víctimas de la trata reciben una protección 

especial, por ejemplo permisos de residencia renovables que pueden convertirse en 

permisos de trabajo, ya sea a través de la participación en un programa de 

rehabilitación, sin la obligación de presentar una denuncia, o bien testificando contra 

los agresores. Italia también cuenta con redes locales de lucha contra la trata y 

programas específicos para detectar a las víctimas de la trata y prestarles asistencia, 

así como con procedimientos de remisión y disposiciones para suspender la solicitud 

de asilo, con miras a establecer una relación de confianza con las víctimas.  

4.3 En Italia, los centros de acogida para solicitantes de asilo prestan servicios 

médicos y psicológicos. En virtud de la Ley núm. 173/2020, que entró en vigor en 

diciembre de 2020, los solicitantes de asilo pueden inscribirse en los registros 

municipales, lo cual facilita el acceso a los servicios y la inscripción en el servicio 

nacional de salud. Los centros de acogida de segunda línea y los programas de apoyo 

para las víctimas de la trata ofrecen atención psicológica adecuada. Como se indica 

en el sexto informe periódico presentado por Italia al Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales en 2021, el Fondo Asilo, Migración e Integración 

2014-2020 permitió la aplicación de numerosas medidas a favor de los migrantes, 

incluidos proyectos de protección de la salud y apoyo para los solicitantes de asilo en 

condiciones de vulnerabilidad8. Al 31 de diciembre de 2020, 12.834 solicitantes de 

asilo y beneficiarios de protección internacional habían recibido asistencia y apoyo, 

y 5.454 profesionales sanitarios habían recibido capacitación en el tratamiento de la 

vulnerabilidad postraumática y la angustia psicológica. Además, Italia debe 

__________________ 

 8  E/C.12/ITA/6, párr. 9 y ss. 

https://docs.un.org/es/E/C.12/ITA/6
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proporcionar atención sanitaria adecuada en virtud de la Directiva 2013/33/UE del 

Parlamento Europeo y del Consejo.  

4.4 La aprobación de la Ley núm. 173/2020 fue bien recibida por la Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, en particular por la 

atención concedida a las personas vulnerables. En el caso M. T. c. los Países Bajos, 

el Tribunal Europeo de Derechos Humanos declaró inadmisible la solicitud 

presentada por una madre sola con dos hijas menores en relación con su devolución 

a Italia, teniendo en cuenta los cambios legislativos introducidos por la Ley 

núm. 173/20209.  

4.5 En caso de ser trasladada a Italia, la autora recibiría prioridad para la admisión 

en un centro de acogida e integración y podría beneficiarse de un programa de apoyo 

para las víctimas de la trata. Se había informado a las autoridades italianas de su 

condición de víctima de la trata, y esta información se reiteraría en caso de ser 

trasladada, lo que permitiría su rápida identificación y remisión a instalaciones 

apropiadas. Incluso en el caso de que fuera alojada temporalmente en un centro de 

acogida de primera línea, la autora recibiría servicios de apoyo psicológico y tendría 

acceso a prestaciones del servicio nacional de salud. Los trastornos mentales que sufre 

la autora no son lo suficientemente graves como para considerar que su traslado 

infringe las garantías consagradas en la Convención, y el sistema sanitario de Italia 

puede brindarle la atención adecuada. Las tendencias suicidas de la autora no 

constituyen un impedimento para su traslado conforme a lo dispuesto en la 

Convención, y se prevé que en Italia recibiría la atención adecuada. Si bien la autora 

asocia Italia con sus trastornos mentales, su situación sería diferente en caso de 

traslado, ya que se le proporcionaría atención y apoyo específicos. Se informaría a las 

autoridades italianas de sus trastornos mentales y de su condición de víctima de la 

trata, y se contemplaría la provisión de una reserva de medicamentos para asegurar la 

continuidad del tratamiento. 

4.6 Las preocupaciones expresadas por la autora en cuanto al acceso a la atención 

médica en Italia ya no se consideran pertinentes, y podría acogerse a los nuevos 

procedimientos establecidos para facilitar el acceso al servicio nacional de salud. 

Italia cuenta con una infraestructura de protección para las víctimas de la trata, y las 

autoridades italianas podían adoptar las medidas adecuadas en caso de que la autora 

recibiera nuevas amenazas. Las alegaciones de la autora respecto de la supuesta 

revocación de la atención carecen de fundamento, ya que la práctica mencionada ha 

sido declarada incompatible con la legislación de la Unión Europea. Por último, las 

autoridades italianas tienen el deber de asegurar la prestación de una atención 

adecuada en virtud de la legislación aplicable de la Unión Europea.  

4.7 La autora había vivido en Italia durante aproximadamente diez años y había 

logrado mantenerse allí de forma independiente tras escapar de sus agresores. 

También había corregido sus datos personales en su solicitud de asilo con la ayuda de 

un abogado. Su conocimiento del idioma y del país deberían facilitar su cooperación 

con las autoridades italianas. Suiza, al igual que Italia, ha ratificado el Convenio del 

Consejo de Europa sobre la Lucha contra la Trata de Seres Humanos y ha tenido en 

cuenta el estado de salud de la autora en su decisión. El Estado Parte considera que 

la autora no ha demostrado que correría un riesgo real de ser gravemente discriminada 

en caso de ser trasladada a Italia, e invita al Comité a declarar la comunicación 

inadmisible. Como alternativa, el Estado Parte solicita al Comité que considere que 

no se han violado las garantías previstas en la Convención.  

__________________ 

 9  Tribunal Europeo de Derechos Humanos,  M. T. c. los Países Bajos, (solicitud núm. 46595/19), 

decisión de 23 de marzo de 2021. 
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  Comentarios de la autora acerca de las observaciones del Estado Parte 

sobre la admisibilidad y el fondo 
 

5.1 El 3 de julio de 2023, la autora indicó que había abandonado el hospital de 

Emmental el 10 de junio de 2021 y que las autoridades cantonales la habían alojado 

en una residencia asistida para mujeres (BeWo Plus). Ese arreglo se renovó en dos 

ocasiones, aunque no por tercera vez, debido a que la autora no había seguido la 

recomendación de su psiquiatra de continuar con la terapia como paciente hospitalizada. 

La autora había apelado esa decisión, alegando que su incapacidad para seguir la terapia 

como paciente hospitalizada se debía a cuestiones psicológicas, no a su 

incumplimiento. La dirección de seguridad de Berna aprobó medidas provisionales que 

le permitieron permanecer en la residencia asistida. Sin embargo, debido a cuestiones 

de salud relacionadas con la escabiosis, la autora fue trasladada a otra residencia 

asistida (Nordlicht Bern) el 13 de febrero de 2023. Su apelación sigue pendiente. 

5.2 La autora afirma que, como se indica en sus informes médicos desde enero de 

2022, sufre trastornos crónicos del sueño y trauma psicológico grave, lo que hace que 

su traslado a un centro de asilo de primera línea vaya en detrimento de su salud y 

aumente su riesgo de suicidio. Su estado mental sigue siendo preocupante, y recibe 

tratamiento psiquiátrico como paciente hospitalizada debido a tendencias suicidas 

agudas tras la muerte de su hermana. En el informe médico más reciente se hace 

hincapié en que los encuentros habituales con hombres y el traslado a un centro de 

asilo de primera línea están contraindicados y podrían empeorar las tendencias 

suicidas de la autora. Su psiquiatra también afirma que su devolución a Italia no es 

razonable debido a las experiencias traumáticas que ha tenido.  

5.3 La autora refuta las observaciones del Estado Parte de que tendría prioridad para 

ser admitida en un centro de acogida e integración de segunda línea si fuera trasladada 

a Italia y de que podría beneficiarse de un programa de apoyo especial para víctimas 

de la trata. También rechaza la afirmación de que, incluso si fuera alojada 

temporalmente en un centro de acogida de primera línea, recibiría apoyo psicosocial 

y tendría acceso a las prestaciones nacionales. Esas observaciones no son 

convincentes por varios motivos, entre ellos: en marzo de 2023, en Italia, había 

43.786 plazas en centros de acogida e integración de segunda línea, de las cuales solo 

803 estaban reservadas para personas vulnerables; en Roma, a donde la autora sería 

devuelta, solo hay 38 plazas para personas vulnerables; no hay listas de espera para 

plazas en esos centros, lo que significa que si una solicitud se aprueba pero no hay 

plazas libres, debe volver a presentarse múltiples veces; en virtud de la Ley núm. 

50/2023, que entró en vigor en mayo de 2023, se podría volver a excluir a los 

solicitantes de asilo del sistema de acogida e integración y se podría reducir la 

disponibilidad de servicios de apoyo psicológico y cursos de italiano; las plazas 

disponibles para personas con problemas de salud suelen estar ocupadas por períodos 

de tiempo largos, lo que da lugar a una ocupación total y deja a otras personas sin 

hogar y el número de plazas disponibles es insuficiente comparado con el número de 

nuevas llegadas a Italia, lo que hace poco probable que la autora vaya a tener acceso 

a un centro de ese tipo si fuera trasladada.  

5.4 La autora cuestiona la conclusión del Estado Parte de que las autoridades 

italianas vayan a estar bien informadas de su salud mental, física y psicológica, y de 

su condición de víctima de la trata. La autora señala que, según el Swiss Refugee 

Council, el intercambio de información entre las autoridades italianas y el Estado 

Parte es insuficiente, lo que hace probable que Italia no reciba la información 

necesaria. En consecuencia, las necesidades de la autora podrían pasarse por alto. Los 

informes médicos indican que el traslado de la autora a Italia pondría en peligro sus 

progresos y conduciría a un deterioro de su salud, ya que ella asocia el país con 

acontecimientos traumáticos. 
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5.5 Con respecto al alojamiento de las personas devueltas en virtud del Reglamento 

Dublín III, el Swiss Refugee Council observa que esas personas con frecuencia se 

quedan sin vivienda y sin atención médica adecuada durante semanas o meses. Por lo 

general, en Italia, las solicitudes de asilo se consideran retiradas tras 12 meses de 

ausencia de la persona solicitante, y el procedimiento se da por concluido, lo cual 

probablemente sea el caso para la autora. Si su solicitud se considera nueva, podría 

considerarse inadmisible y, durante ese período, la autora no tendría acceso a vivienda 

o a la atención médica necesaria. El Tribunal Administrativo Federal de Suiza ha 

confirmado que los solicitantes de asilo devueltos a Italia pueden perder su derecho a 

medidas de apoyo. 

5.6 La autora necesita ser alojada en un centro de acogida e integración debido a su 

estado de salud y a su vulnerabilidad, pero es poco probable que vaya a tener acceso 

ese tipo de alojamiento. En consecuencia, corre el riesgo de sufrir un trato inhumano 

y degradante en forma de sinhogarismo en Italia, durante el período comprendido 

entre su retorno y la presentación formal de su solicitud de asilo y tras concluir 

el procedimiento de asilo. Además, existe un riesgo de que sea devuelta a Nigeria, 

donde estaría expuesta a múltiples peligros como víctima de la trata y por su 

orientación sexual. 

5.7 La autora impugna la evaluación del Estado Parte de que su alojamiento 

temporal en un centro de primera línea sería adecuado. El mero hecho de alojarla en 

una vivienda sin asistencia donde podría encontrarse con hombres podría deteriorar 

gravemente su estado mental y aumentar sus tendencias suicidas. Los médicos han 

dicho en repetidas ocasiones que ese tipo de alojamiento está contraindicado y es 

peligroso para su salud. 

5.8 Con respecto a los programas especiales para las víctimas de la trata, si bien en 

la legislación italiana se contemplan posibilidades de obtener la condición jurídica, 

su aplicación es objeto de críticas. Según la autora, los informes indican que se 

expiden pocos permisos de residencia y que las víctimas no reciben permisos 

provisionales durante ese proceso, lo que las pone en situación de vulnerabilidad. 

Además, en un informe publicado por el Departamento de Estado de los Estados 

Unidos de América10se subrayan las lagunas en la protección de las víctimas en Italia.  

5.9 Por lo tanto, es dudoso que la autora vaya a ser reconocida inmediatamente 

como víctima de la trata y tener acceso a un programa de apoyo especial. Además, la 

autora teme que haya represalias contra ella y contra su familia si los tratantes llegan 

a saber que los ha denunciado. La autora teme las consecuencias del juramento que 

tuvo que prestar en el ritual yuyu. Debido a ese temor, la autora no está dispuesta a 

emprender procedimientos penales contra los tratantes, con lo que la vía judicial deja 

de ser viable para ella. 

5.10 La autora refuta la afirmación del Estado Parte de que sus trastornos mentales 

no son suficientemente graves como para impedir su traslado a Italia, basándose en 

el criterio establecido por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el caso 

Paposhvili c. Bélgica. La autora hace hincapié en que esos criterios se cumplen en su 

caso. El alojamiento en una vivienda colectiva no sería adecuado para la autora, como 

confirman varios incidentes ocurridos con anterioridad. Los médicos han afirmado 

que cualquier contacto habitual con hombres está contraindicado y podría empeorar 

su estado mental y aumentar sus tendencias suicidas. La falta de plazas en centros de 

acogida e integración conduce a una atención inadecuada, en especial para las 

personas con trastornos mentales. La interrupción de su tratamiento podría acabar 

deteriorando su salud y aumentar el riesgo de suicidio. Su regreso a Italia le 

__________________ 

 10  Puede consultarse en la dirección www.state.gov/wp-content/uploads/2022/10/20221020-2022-

TIP-Report.pdf.  

https://www.state.gov/wp-content/uploads/2022/10/20221020-2022-TIP-Report.pdf
https://www.state.gov/wp-content/uploads/2022/10/20221020-2022-TIP-Report.pdf
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provocaría tal angustia que las consecuencias para su salud serían graves, e incluso 

potencialmente mortales. En resumen, el traslado de la autora a Italia plantearía un 

riesgo real de deterioro de su salud y su integridad física, lo que constituiría una 

violación de los derechos que la asisten en virtud de los artículos 2 d) y 6 de la 

Convención. 

 

  Deliberaciones del Comité 
 

  Examen de la admisibilidad 
 

6.1 De conformidad con el artículo 64 de su reglamento, el Comité debe decidir si 

la comunicación es admisible en virtud del Protocolo Facultativo. Con arreglo a lo 

dispuesto en el artículo 72, párrafo 4, de su reglamento, el Comité lo hará antes de 

examinar el fondo de la comunicación.  

6.2 De conformidad con el artículo 4, párrafo 1, del Protocolo Facultativo, el Comité 

no examinará una comunicación a menos que se haya cerciorado de que se han 

agotado todos los recursos de la jurisdicción interna, salvo que la tramitación de esos 

recursos se prolongue injustificadamente o no sea probable que brinde por resultado 

un remedio efectivo. El Comité señala que la autora afirma haber agotado todos los 

recursos de la jurisdicción interna, y que el Estado Parte no ha impugnado la 

admisibilidad de la comunicación por ese motivo. En consecuencia, el Comité 

considera que lo dispuesto en el artículo 4, párrafo 1, del Protocolo Facultativo no es 

óbice para que examine la cuestión.  

6.3 El Comité observa las alegaciones de la autora de que su expulsión a Italia en 

virtud del Reglamento Dublín III constituiría una violación por Suiza de los derechos 

que la asisten en virtud de los artículos 2 d) y 6 de la Convención. También observa 

el argumento del Estado Parte de que la autora no ha fundamentado suficientemente 

sus alegaciones a los efectos de la admisibilidad, no ha demostrado que la evaluación 

de la Secretaría de Estado para la Migración y el Tribunal Administrativo Federal 

fuera arbitraria o constituyera un error manifiesto o una denegación de justicia, y no 

ha señalado ninguna irregularidad en el proceso de adopción de decisiones ni ningún 

factor de riesgo que las autoridades no hubieran tenido debidamente en cuenta.  

6.4 En el presente caso, el Comité observa la alegación de la autora de que el Estado 

Parte no ha llevado a cabo una evaluación individualizada y que tenga en cuenta las 

cuestiones de género de su solicitud de asilo y que, si es devuelta a Italia, como 

víctima de la trata, se enfrentará a un riesgo real, grave y personal de violencia de 

género. También observa la declaración de la autora, corroborada por informes 

médicos, de que trasladarla a Italia mientras está en proceso de rehabilitación podría 

volver a traumatizarla, incluso si tiene acceso a tratamiento psiquiátrico 

especializado, ya que ese es el país en el que fue víctima de la trata y de otras formas 

graves de violencia de género, y donde fue víctima de la explotación de la 

prostitución, violación, violencia física y de amenazas de muerte. El Comité también 

observa que el Estado Parte no ha pedido garantías de que la autora tendrá acceso al 

tratamiento médico especializado que necesita como superviviente de la trata y de 

violencia sexual y de género grave.  

6.5 El Comité observa las alegaciones de la autora de que su traslado a Italia 

probablemente provocaría un deterioro rápido e irreversible de su estado de salud y 

que, al devolverla a Italia sin garantías en materia de alojamiento y apoyo 

psiquiátrico, el Estado Parte la expondría a un riesgo real y personal de sufrir formas 

graves de violencia de género y revictimización. En vista de la información facilitada, 

el Comité considera que las alegaciones de la autora están suficientemente 

fundamentadas a efectos de admisibilidad. En consecuencia, el Comité procede al 

examen del fondo de la comunicación.  
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  Examen de la cuestión en cuanto al fondo  
 

7.1 El Comité ha examinado la presente comunicación teniendo en cuenta toda la 

información que le han facilitado la autora y el Estado Parte, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 7, párrafo 1, del Protocolo Facultativo. 

7.2 El Comité toma nota de la afirmación no disputada de la autora de que es 

superviviente de la trata y de graves actos de violencia de género que le fueron 

infligidos en Italia. El Comité también observa la alegación de la autora de que, 

habida cuenta de la violencia de género que sufrió en Italia, donde fue víctima de la 

trata con fines de explotación sexual y obligada a prostituirse, si fuera devuelta a 

Italia, sin garantías de alojamiento y apoyo psiquiátrico que reflejaran su condición 

de víctima de la trata, correría un riesgo real de sufrir daños irreparables y de 

retraumatización debido a su estado mental actual, así como de sufrir una nueva 

victimización y una posible persecución. El Comité observa que, como consecuencia 

de la violencia persistente sufrida por la autora, su salud mental se deterioró, lo que 

le ocasionó tendencias suicidas, según consta en los informes médicos elaborados por 

psiquiatras en el Estado Parte. También señala que, en el informe médico más 

reciente, se hace hincapié en que los encuentros habituales con hombres y el 

alojamiento en un centro de asilo de primera línea están contraindicados y podrían 

empeorar las tendencias suicidas de la autora. El Comité observa además la 

afirmación no cuestionada de la autora de que en Italia podría enfrentarse a una 

posible deportación a Nigeria, donde estaría expuesta a múltiples riesgos como 

víctima de la trata y debido a su orientación sexual.  

7.3 El Comité recuerda que, según su jurisprudencia, la Convención tiene efecto 

extraterritorial solo cuando la mujer que vaya a ser devuelta a su país corra un riesgo 

real, personal y previsible de ser objeto de formas graves de violencia de género 11. El 

Comité recuerda también que, con arreglo al artículo 2 d) de la Convención, los 

Estados Partes se comprometen a abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de 

discriminación contra la mujer y velar por que las autoridades e instituciones públicas 

actúen de conformidad con esta obligación. Recuerda además que, en virtud del 

derecho internacional de los derechos humanos, el principio de no devolución impone 

a los Estados la obligación de abstenerse de devolver a una persona a una jurisdicción 

en la que podría sufrir violaciones graves de sus derechos humanos, en particular la 

privación arbitraria de la vida o la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes12. El Comité considera, en este sentido, que la violencia de género, que 

menoscaba o anula el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales 

de las mujeres en virtud del derecho internacional general o de los diversos convenios 

de derechos humanos, constituye discriminación, como la define el artículo 1 de la 

Convención, y que esos derechos comprenden el derecho a la vida y el derecho a no 

ser sometido a torturas13. El Comité ha seguido desarrollando su interpretación de la 

violencia contra la mujer como forma de discriminación por razón de género en su 

recomendación general núm. 35 (2017), relativa a la violencia por razón de género 

contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación general núm. 19, en la que 

se reafirma la obligación de los Estados Partes de eliminar la discriminación contra 

la mujer, en especial la violencia por razón de género contra la mujer, afirmando que 

esa obligación se compone de dos aspectos de la responsabilidad del Estado por dicha 

violencia, la resultante de los actos u omisiones del Estado Parte o de sus agentes, por 

__________________ 

 11  Véanse, por ejemplo, M.N.N. c. Dinamarca (CEDAW/C/55/D/33/2011), párr. 8.10, y R.S.A.A. y 

otros c. Dinamarca (CEDAW/C/73/D/86/2015), párr. 7.7. 

 12  Recomendación general núm. 32 (2014), relativa a las dimensiones de género del estatuto de 

refugiada, el asilo, la nacionalidad y la apatridia de las mujeres, párr. 21. 

 13  Recomendación general núm. 19 (1992), relativa a la violencia contra la mujer, párr. 7. 

https://docs.un.org/es/CEDAW/C/55/D/33/2011
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/73/D/86/2015
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un lado, y la de los agentes no estatales, por el otro 14. Por consiguiente, un Estado 

Parte violaría la Convención si devolviera a una persona a otro Estado donde sería 

previsible que fuera objeto de actos graves de violencia de género. También se 

produciría una violación de esa índole cuando no cupiese esperar  protección contra 

la violencia de género en cuestión por parte de las autoridades del Estado al que la 

persona fuese devuelta. La gravedad de las formas de violencia de género dependerá 

de las circunstancias de cada caso, y el Comité deberá determinarla caso por caso en 

la fase del examen del fondo, siempre que la autora haya presentado indicios 

racionales que sustenten suficientemente sus alegaciones15. El Comité recuerda que 

las mujeres y las niñas corren un mayor riesgo de ser víctimas de la trata en todas las 

etapas del ciclo migratorio: en tránsito, en los centros de acogida y alojamiento, en 

las fronteras y en los países de destino. A su regreso, pueden sufrir represalias y 

revictimización16.  

7.4 El Comité observa el argumento del Estado Parte de que todas las alegaciones 

de la autora fueron examinadas minuciosamente por las autoridades de inmigración. 

Observa que se desestimaron porque las autoridades consideraron que Italia era un 

tercer país seguro y que, por tanto, la autora podría encontrar el tratamiento médico, 

la vivienda y los servicios que necesitaba.  

7.5 En este sentido, el Comité recuerda que, por regla general, corresponde a las 

autoridades de los Estados Partes en la Convención evaluar los hechos y las pruebas 

y la aplicación de la legislación nacional en un caso concreto, a menos que pueda 

establecerse que la evaluación fuera sesgada o se basara en estereotipos de género 

que constituyeran una discriminación contra la mujer, fuera claramente arbitraria o 

constituyera una denegación de justicia17. Por lo tanto, la cuestión que el Comité tiene 

ante sí es la de determinar si hubo alguna irregularidad y arbitrariedad en el proceso 

de adopción de decisiones sobre la solicitud de asilo de la autora hasta el punto de 

que las autoridades del Estado Parte no hubieran evaluado debidamente el riesgo de 

que la autora pudiera ser objeto de alguna forma grave de violencia de género en caso 

de ser devuelta a Italia en virtud del Reglamento Dublín III. El Comité reitera que, al 

realizar su evaluación, los Estados Partes deben tener debidamente en cuenta el riesgo 

real y personal que puede correr una persona si es deportada.  

7.6 En el presente caso, el Comité observa los argumentos del Estado Parte en 

relación con las medidas especiales de protección y el acceso a los servicios médicos 

y psicológicos por parte de las víctimas de la trata en Italia. Sin embargo, el Comité 

también observa que la Secretaría de Estado de Migración desestimó la denuncia de 

la autora asumiendo que las condiciones de acogida en Italia debían ser adecuadas y 

que su estado de salud no revestía la gravedad suficiente para requerir garantías 

individuales por parte de las autoridades italianas. El Comité considera que incumbe 

al Estado Parte realizar una evaluación individualizada del peligro real, personal y 

previsible al que se vería expuesta la autora en Italia, en su calidad de superviviente 

de la trata, víctima de la prostitución forzada y de graves actos de violencia de género 

que padece tendencias suicidas como consecuencia de dicha violencia y el temor a 

regresar a ese país, en vez de basarse en el postulado de que la autora estaría en 

__________________ 

 14  Recomendación general núm. 35 (2017), relativa a la violencia por razón de género contra la 

mujer, por la que se actualiza la recomendación general núm. 19, párr. 21. 

 15  A. c. Dinamarca (CEDAW/C/62/D/53/2013), párr. 8.6. y R.S.A.A. y otros c. Dinamarca, 

párr. 7.8. 

 16  Recomendación general núm. 38 (2020), relativa a la trata de mujeres y niñas en el contexto de 

la migración mundial, párrafo 22. 

 17  Véanse, por ejemplo, R. P. B. c. Filipinas (CEDAW/C/57/D/34/2011), párr. 7.5, y R. S. A. A. y 

otros c. Dinamarca, párr. 8.4. 

https://docs.un.org/es/CEDAW/C/62/D/53/2013
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/57/D/34/2011
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condiciones de obtener el tratamiento médico adecuado 18 . El Comité observa 

igualmente el argumento de la autora de que la dificultad de obtener acceso al 

alojamiento y al tratamiento médico y psiquiátrico especializado que necesita en Italia 

le hará imposible rehabilitarse plenamente en su calidad de víctima de la trata 19. El 

Comité también observa las afirmaciones del Estado Parte de que Italia ya ha accedido 

a volver a admitir a la autora y de que, en caso necesario, podría presentar una 

denuncia por trata de personas. 

7.7 A ese respecto, y habida cuenta de la extrema vulnerabilidad de la autora como 

superviviente de la trata y de otras formas graves de violencia de género, y del frágil 

estado de salud mental que experimenta como consecuencia de ello, el Comité 

considera que el Estado Parte no ha examinado de manera individualizada y 

suficientemente exhaustiva el trauma de la autora ni las consecuencias previsibles 

para su salud mental, incluidas las tendencias suicidas, si es devuelta por la fuerza al 

país en el que sufrió esta violencia. El regreso a Italia constituiría una pesada carga y 

podría vivirse como un acontecimiento susceptible de reactivar el trauma, lo que debe 

tenerse en cuenta como una fuente de daño real, personal, grave e irreparable. Por 

consiguiente, el Comité considera que las circunstancias del caso exigían una 

evaluación más minuciosa e individualizada del riesgo.  

8. En consecuencia, actuando de conformidad con el artículo 7, párrafo 3, del 

Protocolo Facultativo de la Convención, el Comité concluye que la expulsión de la 

autora equivaldría a una vulneración de los artículos 2 d) y 6 de la Convención.  

9. El Comité formula las siguientes recomendaciones al Estado Parte:  

 a) Con respecto a la autora de la comunicación:  

 i) Reabrir su solicitud de asilo, teniendo en cuenta la opinión del Comité;  

 ii) Abstenerse de trasladarla a Italia mientras se encuentra en curso la nueva 

evaluación de su caso. 

 iii) Proporcionar apoyo médico especializado continuo.  

 b) Cuestiones generales:  

  Adoptar todas las medidas necesarias para garantizar que las víctimas de 

la trata, explotación de la prostitución y violencia de género que necesiten 

protección no sean devueltas al país de primera entrada, en virtud del 

Reglamento Dublín III, sin que antes se lleve a cabo una evaluación 

individualizada que tenga en cuenta el trauma y las cuestiones de género 

con relación a la posible retraumatización.  

10. De conformidad con el artículo 7, párrafo 4, del Protocolo Facultativo, el Estado 

Parte deberá dar la debida consideración a las opiniones del Comité, así como a sus 

recomendaciones, y enviar al Comité, en un plazo de seis meses, una respuesta por 

escrito, que incluya información sobre toda medida que se haya adoptado en función 

de esas opiniones y recomendaciones. El Estado Parte también deberá publicar la 

opinión y las recomendaciones del Comité y darles amplia difusión a fin de que 

lleguen a todos los sectores pertinentes de la sociedad.  

 

__________________ 

 18  Véase Comité contra la Tortura, Harun c. Suiza (CAT/C/65/D/758/2016), párr. 9.9; y Comité de 

Derechos Humanos, Jasin y otros c. Dinamarca (CCPR/C/114/D/2360/2014), párr. 8.9. 

 19  Harun c. Suiza, párr. 9.10. Véase también Comité contra la Tortura, A.N. c. Suiza 

(CAT/C/64/D/742/2016), párr. 8.10. 
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